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La gira del Presidente Boric a Oriente reafirma la
prioridad nacional de las relaciones con Japón y
China, habiendo sido Chile el primer país de Suda-
mérica en celebrar tratados de libre comercio con

ambas naciones.
Hace más de un siglo, en 1897, se formalizaron las rela-

ciones con Japón, quinta economía del mundo, entonces pri-
mer país del sudeste asiático con este nivel diplomático bila-
teral. Los lazos se han densificado, hasta transformar a Japón
en el tercer mercado de exportacio-
nes nacionales y como inversor ex-
tranjero. Relevantes son sus progra-
mas internacionales de cooperación
y aportes para el desarrollo. Y junto
con compartir los valores democráti-
cos, nos une el interés geoestratégico
por preservar la libre navegación en las rutas al Asia Pacífi-
co, hoy tensionadas por disputas limítrofes entre China y
sus vecinos. En su visita a Japón, el Presidente asistirá a la
Exposición Universal de Osaka 2025, evento promocional
de 158 países que atraerá sobre 30 millones de visitantes.

China, potencia mundial, es el principal socio comer-
cial de Chile, primer mercado para las exportaciones nacio-
nales, con crecientes inversiones en el país, siendo el princi-
pal operador en la transmisión y distribución de electrici-
dad. Chile fue el primer país sudamericano en establecer
relaciones diplomáticas con la República Popular China.

Debido a la significativa incidencia de ambas naciones

en el panorama mundial y en nuestra economía, el Presi-
dente contempla reuniones al más alto nivel, con el Presi-
dente Xi Jinping y con el Primer Ministro Shigeru Ishiba.
La importante comitiva, pública y privada, convocada
reúne a los comités empresariales de ambos países con el
fin de incrementar el comercio, inversiones y cooperación,
especialmente para diversificar las exportaciones naciona-
les, excesivamente concentradas en la minería.

Adicionalmente, la visita del Presidente a China, ane-
xa a la reunión de cancilleres de Ce-
lac, debería permitir aclarar que los
proyectos e inversiones de la Repú-
blica Popular China reciben en
nuestro país la misma protección y
garantías que los inversionistas na-
cionales y extranjeros; en ningún

caso hay un trato discriminatorio, como injustificada-
mente parece desprenderse de controversiales declaracio-
nes del jefe de la delegación china en Santiago. Mayor
atención y cuidado merece esta visita por la coincidencia
con la trascendental renegociación arancelaria en curso de
Chile con Estados Unidos, y las disputas entre Washing-
ton y Beijing. El interés nacional impone omitir declara-
ciones polémicas por parte de autoridades nacionales, crí-
ticas del Presidente Trump y su gobierno, en tanto el rea-
lismo aconseja evitar afectar las relaciones con China por
diferencias con los sistemas y políticas de Estado impe-
rantes en Chile.

El interés nacional impone omitir

declaraciones polémicas por parte

de nuestras autoridades.

Boric en China y Japón

En enero de este año se publicó la ley de reajuste al
sector público, que incluyó una serie de disposicio-
nes que la convirtieron en una ley de carácter mis-
celáneo. Entre sus variadas normas, ha causado po-

lémica la que establece el retiro obligatorio a los 75 años de
los funcionarios públicos. En Chile existe cerca de un millón
de personas empleadas en el Estado y alrededor de un 0,3
por ciento supera esa edad. No obstante, al justificar la idea
de legislar, el Gobierno observó que la gestión pública se ha
visto resentida por el envejecimiento de los funcionarios.

La nueva disposición es
congruente con la que ya se
aplica en el Poder Judicial, pe-
ro nunca se había establecido
una regla tan general, que obli-
ga a retirarse a integrantes de cuerpos muy diversos, algu-
nos de los cuales valoran una experiencia altamente califica-
da. Entre ellos, están las universidades del Estado con sus
rectores y académicos, a todos los cuales se les aplicaría la
regla, así como a una diversidad de otras instituciones. No
parece una medida bien debatida ni afinada con prolijidad,
sino más bien una norma tosca que, aplicada en forma tan
general, no logrará levantar la desmejorada gestión pública.

En las universidades estatales existen 360 mayores de 75
años, incluidos académicos, directivos y funcionarios. La
mayor parte no se dio cuenta de la disposición aprobada, cu-
ya vigencia ha sido diferida para el 1 de enero de 2027. El
decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile

fue quien primero argumentó seriamente en contra, hacien-
do notar cómo el Gobierno la contradice al seleccionar a per-
sonas mayores de esa edad para conformar el gabinete, en
tanto el Congreso, que aprobó la ley, incluye a parlamenta-
rios que no solo superan esa edad, sino que buscan ser reele-
gidos. Las universidades, en particular, gozan de plena auto-
nomía para administrar sus recursos humanos y si al contra-
tar académicos no les pusieron restricciones de edad, consti-
tuiría una arbitrariedad que repentinamente se les imponga
retirarse a quienes han superado un número de años. Es una

medida que podría discutirse y
aplicarse en el futuro, pero im-
ponerla a quienes están cum-
pliendo en forma satisfactoria
pasaría a llevar sus derechos.

En una época en que la esperanza de vida aumenta rápi-
damente, Chile experimenta el envejecimiento de su pobla-
ción y no parece sensato fijar cifras arbitrarias que obliguen a
cesar las actividades. Por cierto, es necesario mantener y fo-
mentar la renovación de los cuadros académicos, como tam-
bién debe producirse un sano recambio en el mundo profe-
sional. Pero algo diferente es lo que se ha hecho al aprobar
una disposición en una ley miscelánea aplicable a todos los
funcionarios sin distinción. En el mundo universitario hay
experiencias respecto de campos donde grandes académi-
cos han producido sus mejores trabajos después de los 70
años, pero en otros son los jóvenes los que más aportan. Por
eso, una regla simple y burda no responde a la realidad.

Una regla simple y burda, aplicada de forma

tan general, no responde a la realidad.

Retiro obligatorio a los 75

Vamos con el Prócer y nuestras muje-
res a la exposición de Monvoisin en el
Museo de Bellas Artes. Nos motiva el he-
cho de que ambos hemos heredado re-
tratos que el pintor hizo de algunos de
nuestros antepasa-
dos, los que lucimos
orgullosos en nues-
tros livings, pero
con la preocupación
de cuál será su des-
tino posterior, ya
que nuestra proge-
nie no ha manifesta-
do interés alguno en
heredarlos. 

Ya en la exposi-
ción, se detiene a
contemplar el gran
cuadro que retrata a
don Dámaso Zañar-
tu, su mujer y sus doce hijos. “Hummmm,
qué tiempos aquellos. Con las tasas de na-
talidad actuales y la preferencia por las
mascotas, creo que el retrato moderno
sería de don Dámaso, su pareja y sus dos
perros”, comenta. Luego lo veo detenerse
largamente en el retrato de don Andrés

Bello. Al acercarme, me dice: “Te desafío a
que encuentres cuál es el detalle curioso
en este retrato”. Después de un momento,
me doy por vencido. “Es el aro. Observa
que en la oreja izquierda don Andrés luce

un aro”, señala. Me
explica que es un
misterio, ya que no
hay noticias de que
don Andrés lo usara,
y que algunos lo atri-
buyen a un símbolo
de su adhesión a los
ideales de la Revolu-
ción Francesa.

Al salir del mu-
seo, lo sorprendo to-
mándose el lóbulo
de la oreja, quizás
sopesando la idea
de emular a don An-

drés, considerando que hoy en día lucir
un aro está de moda. “Darling: ni se te
ocurra”, le advierte su mujer adivinando
su pensamiento. “Si lo haces, yo me pon-
dré un piercing en la nariz”. 

D Í A  A  D Í A

Monvoisin

R. RIGOTER 

La entrega en esta semana del informe final
de la “Comisión Presidencial para la Paz y el En-
tendimiento”, que busca, entre otros aspectos,
formular una propuesta de solución de largo
plazo al conflicto en las regiones del Biobío, La
Araucanía, Los Ríos y Los Lagos y establecer
una nueva relación entre el Estado de Chile y el
pueblo Mapuche, ha generado diversas reaccio-
nes, incluso antes de conocerse el contenido del
texto. Las dificultades de arribar a un consenso
han quedado de manifiesto no solo por la cir-
cunstancia de no alcanzar la unanimidad que se
habían autoimpuesto los comisionados, sino
que también por la precipitación en que unos y
otros sectores políticos tomaron posiciones, co-
mo si se tratara de algo sencillo donde solo cabe
aprobar o rechazar como un todo las propues-
tas, evitando así profundizar en lo expuesto en
el informe para entender las razones y alcances
de cada uno de sus puntos, detectar sus virtudes
y riesgos, sus omisiones, aspectos oscuros o
controvertidos y, sobre todo, ofrecer alternati-
vas viables.

Uno de los aspectos más valiosos del informe
es el crudo diagnóstico sobre la operación del ac-
tual sistema de entrega de tierras, en que la insti-
tucionalidad vigente, incluyendo la llamada Ley
Indígena aprobada en 1993, se encuentra en los
hechos superada, crea falsas expectativas, se
presta para toda clase de abusos e incentiva las
tomas, las amenazas y presiones por tierras. A los
extensos plazos de tramitación y cumplimiento
de los compromisos, se agregan la discrecionali-
dad administrativa, limitaciones excesivas para
un adecuado aprovechamiento de las tierras por

quienes las reciben y diversos incentivos que lle-
van a eternizar la creación de nuevas comunida-
des y sus reclamos. Hay en el informe un intento
serio de abordar esta problemática abriéndose a
otras formas de reparación y procurando ade-
más establecer límites a las demandas y a los cos-
tos en que incurre el Estado.

Se esperaría que aquí el debate se focalizara
en si las recomendaciones de la comisión per-
miten efectivamente cumplir con los objetivos
de establecer un límite temporal y acotar los re-
cursos para satisfacer las demandas o si, por el
contrario, pese a las buenas intenciones, la pro-
puesta y sus resguardos son insuficientes para
acotar el problema, lo que puede terminar agra-
vando la situación y prestarse para nuevas for-
mas de aprovechamiento.

De otro lado, la compleja realidad presupues-
taria por la que atraviesa el país es un factor que
debe considerarse para evaluar si es posible ade-
lantar recursos por miles de millones de dólares,
por mucho que los compromisos a largo plazo
del Estado terminen siendo mayores si se man-
tiene el actual sistema (se dice que el pago de las
demandas por tierras podría extenderse por cer-
ca de cien años de no hacerse cambios). A esta
presión presupuestaria, habría que agregar los
costos de los nuevos organismos que propone el
informe y la inclusión, transversalmente celebra-
da, de reparar integralmente a las víctimas “de
los graves hechos de violencia rural o actos de
carácter terrorista” observados en esas cuatro re-
giones. Así, el uso de cuantiosos recursos públi-
cos entra a competir con otras prioridades nacio-
nales, también urgentes.

LA SEMANA POLÍTICA
Discutir sobre el contenido del informe

Se esperaría que
uno de los
aspectos centrales
del debate se
focalizara en si las
recomendaciones
de la comisión
permiten
efectivamente o no
cumplir con los
objetivos de
establecer un
límite temporal y
acotar los recursos
para satisfacer las
demandas. 

De la lectura del
informe emerge
un cierto
desequilibrio en la
forma en que se
presenta la
perspectiva
histórica, en la
que abunda una
mirada victimista
y se omite
completamente no
solo el proceso de
mestizaje, sino
que también la
noción de
“chilenidad”. 

Chilenidad, la gran ausente
Es injusto calificar el informe de “octubris-

ta”, como algunos dirigentes de oposición lo
han hecho. Hay entre este texto y la controver-
tida propuesta de la Convención notorias dife-
rencias: no se consagra la plurinacionalidad; no
existen una justicia especial permanente, ni au-
tonomías territoriales, ni escaños reservados;
tampoco se exige el consentimiento de los pue-
blos indígenas para cualquier materia que afec-
te sus derechos, entre otros aspectos.

De la lectura del informe, sin embargo, emer-
ge un cierto desequilibrio en la forma en que se
presenta la perspectiva histórica, en la que
abunda una mirada victimista y se omite com-
pletamente no solo el proceso de mestizaje, sino
que también la noción de “chilenidad”, que
desde su origen, y más allá de los abusos ocurri-
dos, se opone a las estratificaciones y se abre a la
integración. La chilenidad suele vincularse con
los símbolos patrios o con los esfuerzos bélicos
del siglo XIX, pero fue el resultado de un proce-
so mucho más amplio, donde también jugaron
un papel determinante el avance de la educa-
ción pública y privada, las obras de infraestruc-

tura que dieron conectividad al territorio, el de-
sarrollo de los medios de comunicación, la la-
bor de la Iglesia Católica y otras creencias, y una
serie de valores que se han ido consensuando y
que están permanentemente abiertos a los cam-
bios. Nada de eso está en el informe. Incluso en
la propuesta, en que con toda justicia se sugiere
reconocer constitucionalmente a los pueblos
indígenas, se utiliza una redacción que pasa por
alto el consenso ampliamente alcanzado en el
segundo proceso constitucional de agregar la
expresión “como parte de la Nación chilena”.

Los efectos de otros cambios institucionales
recomendados deben también estudiarse con
especial atención, como la consagración de la
“representación política” o el “principio de au-
togobernanza”, por ejemplo. Y es que la expe-
riencia acumulada en las últimas décadas en
distintos procesos de reforma —ver, por ejem-
plo, lo ocurrido con la llamada Ley Lafken-
che— da cuenta de que la vaguedad de algunos
conceptos o regulaciones se presta para abusos
en los que predominan las interpretaciones
más extremas o interesadas.

La última en-
cuesta CEP mues-
tra una visión más
bien pesimista de
la realidad econó-
mica. Una mayo-
ría importante
considera que su
situación econó-
mica no es buena,
y que el país está
estancado o en de-
cadencia. Las ra-
zones pueden ser muchas, pero se-
guramente la sensación de inseguri-
dad y la falta de oportunidades van
haciendo mella. Sin embargo, hay
esperanza, y este pesimismo genera-
lizado puede ser exagerado; por pri-
mera vez en va-
rias décadas, to-
dos los candidatos
presidenciales de-
claran que el cre-
cimiento será un
eje fundamental
de sus gobiernos.

Ese no fue el
caso en elecciones
anteriores. El pri-
mer gobierno de
la Presidenta Bachelet y con más cla-
ridad los gobiernos del Presidente
Piñera tuvieron en su ADN dinami-
zar la economía, pero el crecimiento
perdió relevancia en el segundo go-
bierno de Bachelet, y no estuvo en las
prioridades de la actual administra-
ción, como ha sido reconocido por
sus propios líderes.

Pero los chilenos están volvien-
do a levantar el tema y los políticos
parecen estar acogiéndolo. Enhora-
buena. En la derecha, Johannes Kai-
ser ha dicho que el país se está empo-
breciendo y que su eje es dejar atrás
el estancamiento, y José Antonio
Kast ha manifestado explícitamente
que la reactivación económica es una

de sus prioridades. Evelyn Matthei
también ha puesto el crecimiento
dentro de sus ejes programáticos,
enfatizando que “es la mejor forma
en que las familias progresen en for-
ma digna y es la mejor forma tam-
bién de recaudar impuestos”.

Las prioridades de Carolina To-
há no parecen muy diferentes. Sus li-
neamientos programáticos destacan
que “la aspiración de alcanzar el de-
sarrollo sigue enraizada en la ciuda-
danía y será retomada con fuerza en
nuestro gobierno”, agregando que
“el crecimiento económico es el ins-
trumento más poderoso para aten-
der las demandas sociales”. Gonzalo
Winter declaró tajantemente que lo
primero que haría siendo Presidente

sería “convocar a
un Consejo del
Crecimiento Eco-
n ó m i c o d e l
2050”, y hasta Je-
annette Jara ha
manifestado que
hay un diagnósti-
co compartido so-
bre la necesidad
de fomentar el di-
namismo econó-

mico. ¿Cómo no esperanzarse?
Por cierto, otra cosa es con guita-

rra, y en el área chica son varios los
que se marean con propuestas tan
creativas como fracasadas. Algo así
como la Estrategia Nacional del Li-
tio. Para avanzar y aterrizar estas
promesas, sería razonable un com-
promiso público de los candidatos
para que, en cada proyecto de ley y
propuesta, la primera pregunta a
responder sea cómo este proyecto
potencia la productividad, el ahorro
y el trabajo. Si de verdad se quiere
generar oportunidades de desarro-
llo, lo demás es música.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Arriba los corazones

Por primera vez en

décadas, todos los

candidatos declaran que

el crecimiento será un eje

fundamental de sus

gobiernos.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Sebastián Claro

O F I C I A L M E N T E

—Quiero hacerle entrega a usted, Su Santidad, de esto, lo que nos va
quedando de la Tierra.
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